
 
 
 

 
 

JUZGADO 39 DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE 
DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

j39pccmbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 
 

Bogotá D. C., veinticuatro (24) de mayo de dos mil veintitrés (2023) 
 
 
Ref. ACCIÓN DE TUTELA No. 11001-4189-039-2023-00898-00 
ACCIONANTE: ANDREA PEREZ ACOSTA  
ACCIONADA: FAMISANAR EPS. 
 
Procede el Despacho a resolver la acción de tutela de la referencia, una vez 

rituado en legal forma el trámite correspondiente. 
 

I. ANTECEDENTES 
 
1.- Hechos  
 
Como situación fáctica relevante, en síntesis, la accionante sostuvo que fue 

diagnosticada con FIBROMIALGIA, RADICULOPATIA (M511), HERNIAS 
DISCALES, entre otras patologías, para las cuales se agotaron tratamientos con 
pastillas de dipirona, tramadol, hidrocodona, entre otros medicamentos. 

 
Adujo que, que su médico tratante le ordenó, para combatir dichos dolores, 

una Fórmula Magistral que lo suministra la Clínica Zerenia, denominada 
“PREPARACIÓN MAGISTRAL DE EXTRACTO RICO EN CANNABIDIOL (CBD) 
CANNABIDIOL (3%) DELTRA -9- TETRAHIDROCANABINOL (MENOR A 0.19%) 
– SOLUCIÓN ORAL – 30 MG/ML CBD – TITULACIÓN DE LA DOSIS DE 
ACUERDO CON EFECTOS TERAPÉUTICOS – ANEXO TITULACIÓN - DOS (2) 
FRASCOS x 30ml”, medicamento que la EPS FAMISANAR, le negó bajo el 
argumento que dicha formulación no se la pueden suministrar porque no está 
aprobada por el Invima. 

 
Además, afirmó que la formulación anterior ha sido la única que ha logrado 

atenuarle los intensos dolores y considera que la negativa de la EPS accionada 
para suministrar el medicamento, está vulnerando su derecho fundamental a la 
salud, pues carece de recursos económicos para asumir por su cuenta el costo del 
insumo que demanda su patología. 

 
2.- La Petición 
 
Con fundamento en lo anterior solicitó se amparen sus derechos 

fundamentales a la vida y la salud y, en consecuencia, se ordene a la accionada 
FAMISANAR EPS, suministrarle el insumo denominado “PREPARACIÓN 
MAGISTRAL DE EXTRACTO RICO EN CANNABIDIOL (CBD) CANNABIDIOL 
(3%) DELTRA -9- TETRAHIDROCANABINOL (MENOR A 0.19%) – SOLUCIÓN 
ORAL – 30 MG/ML CBD – TITULACIÓN DE LA DOSIS DE ACUERDO CON 
EFECTOS TERAPÉUTICOS – ANEXO TITULACIÓN - DOS (2) FRASCOS x 
30ml”, y se realice el agendamiento oportuno de las consultas médicas y controles 
que en adelante requiera. 

 

mailto:j39pccmbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


2 

 
ACCIÓN DE TUTELA No. 11001-4189-039-2023-00898-00 

 

3.- Trámite Procesal 
 
Una vez admitida la presente acción mediante auto de fecha 12 de mayo de 

la presente anualidad, se ordenó la notificación a la accionada FAMISANAR EPS, 
a efectos de que ejerciera el derecho a la defensa sobre los hechos alegados, la 
cual señaló que en lo que respecta al medicamento CANNABIDIOL, corresponde 
a un extracto botánico y NO a una fórmula magistral elaborada a partir de un 
medicamento debidamente aprobado por el INVIMA, es decir que no da 
cumplimiento con lo establecido en el numeral d del artículo 15 de la ley 1751 de 
2015, en congruencia con lo decretado en la resolución 1885-2018, por la cual se 
establece el procedimiento de acceso, reporte de prescripción. suministro. 
verificación, control, pago y análisis de la información de tecnologías en salud no 
financiadas con recursos de la UPC. 

 
Agregó que, de acuerdo a la legislación vigente, aquellos medicamentos que 

contienen CANABIS MEDICINAL no cuentan con registro INVIMA para patologías 
diferentes a ESCLEROSIS MULTIPLE, NI SÍNDROME DE LENNOX-GASTAUT 
(LGS) Y EL SÍNDROME DE DRAVET (SD) como lo es el caso en particular. 

 
Afirmó que no ha trasgredido los derechos fundamentales invocados por la 

accionante, ya que procedió a programar consultas médicas en la especialidad de 
oftalmología para el 17 de mayo de 2023 y medicina familiar para el 19 de mayo 
de 2023, por lo que solicitó declarar la improcedencia de la presente acción 
constitucional dada la carencia actual de objeto por hecho superado. 

 
El MINISTERIO DE SALUD afirmó que no tiene dentro de sus funciones y 

competencias la prestación de servicios médicos ni la inspección, vigilancia y 
control del sistema de Seguridad Social en Salud, sólo formula, adopta, dirige, 
coordina, ejecuta y evalúa la política Publica en materia de Salud, razón por la 
cual desconoce los hechos que motivaron la presente acción constitucional. 

 
Por su parte, lLa ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS DEL SISTEMA 

GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD – ADRES señaló que los 
hechos objeto de censura no están dirigidos contra esa entidad, y comoquiera que 
en el presente asunto se configura la falta de legitimación en la causa por pasiva, 
solicitó su desvinculación de este trámite constitucional y negar cualquier solicitud 
de recobro por parte de la convocada. 

 
A su turno, la SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE SALUD, indicó que no 

ha vulnerado las garantías constitucionales del querellante, pues no es la entidad 
competente para garantizar la prestación de los servicios de salud solicitados por 
la accionante, siendo responsabilidad de la EPS correspondiente pronunciarse de 
fondo sobre la prestación de los servicios requeridos en la presente acción 
constitucional; por tal motivo resulta evidente la falta de legitimación en la causa 
por pasiva respecto de esa entidad. 

 
II. CONSIDERACIONES 

 
De la Acción de Tutela 
 
El artículo 86 de la Constitución Política de 1991 estableció que toda persona 

tiene acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, 
mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección inmediata de sus 
derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten 
vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad 
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pública, o contra particular frente al cual se encuentre en condiciones de 
subordinación. Esta acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro 
medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio 
para evitar un perjuicio irremediable. 

 
La acción de tutela en consecuencia es viable, cuando un derecho 

fundamental constitucional se encuentre bajo amenaza o vulneración, situación 
que deberá ser demostrada o probada, por quien reclama su protección. 

 
Problema Jurídico 
 
En el caso objeto de análisis el problema jurídico consiste en determinar si se 

ha vulnerado o no a la actora el derecho fundamental a la salud por parte de las 
convocadas al no realizar la entrega del insumo denominado “PREPARACIÓN 
MAGISTRAL DE EXTRACTO RICO EN CANNABIDIOL (CBD) CANNABIDIOL 
(3%) DELTRA -9- TETRAHIDROCANABINOL (MENOR A 0.19%) – SOLUCIÓN 
ORAL – 30 MG/ML CBD – TITULACIÓN DE LA DOSIS DE ACUERDO CON 
EFECTOS TERAPÉUTICOS – ANEXO TITULACIÓN - DOS (2) FRASCOS x 
30ml”, requeridos para el tratamiento de la patología que le aqueja y conforme a la 
orden médica prescrita por su galeno tratante. 

 
Del Derecho a la Salud 
 
Frente al tema, la Ley 1751 del 16 de febrero de 2015 (Ley Estatutaria e 

Salud) en su art. 2° establece el derecho a la salud como fundamental y el art.10° 
señala que las personas tienen derecho a acceder a los servicios de salud que le 
garanticen una atención integral, oportuna y de alta calidad. 

 
Sobre la naturaleza del derecho a la salud, la H. Corte Constitucional en 

Sentencia T-081 de 2016 señaló: 
 
“Por medio de la Sentencia T-760 de 2008, la Corte estableció que la salud 

es un derecho fundamental autónomo “en lo que respecta a un ámbito básico, el 
cual coincide con los servicios contemplados por la Constitución, el bloque de 
constitucionalidad, la ley y los planes obligatorios de salud, con las extensiones 
necesarias para proteger una vida digna.” El legislador reconoció a la salud como 
derecho fundamental mediante la Ley 1751 de 2015, en cuyo Artículo 2° se 
especifica que es un derecho autónomo e irrenunciable y debe ser prestado de 
manera oportuna, eficaz y con calidad (…). 

 
De otro lado, debe tenerse en cuenta que el servicio de salud debe ser 

prestado bajo los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, garantizando 
la continuidad y oportunidad del mismo.  

 
Al respecto, la Corte Constitucional sostiene que:  
 
“(…) una vez haya sido iniciada la atención en salud, debe garantizarse la 

continuidad del servicio, de manera que el mismo no sea suspendido o retardado, 
antes de la recuperación o estabilización del paciente. Asimismo, este derecho 
constitucional a acceder de manera eficiente a los servicios de salud no solamente 
envuelve la garantía de continuidad o mantenimiento del mismo, también implica 
que las condiciones de su prestación obedezcan a criterios de calidad y 
oportunidad. 
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(…) por este motivo, las Entidades Promotoras de Salud, al tener 
encomendada la administración de la prestación de estos servicios, que a su vez 
son suministrados por la IPS, no pueden someter a los pacientes a demoras 
excesivas en la prestación de los mismos o a una paralización del proceso clínico 
por razones puramente administrativas o burocráticas, como el cambio de un 
contrato médico. En efecto, cuando existe una interrupción o dilación arbitraria, 
esto es que no está justificada por motivos estrictamente médicos, las reglas de 
continuidad y oportunidad se incumplen y en consecuencia, al prolongarse el 
estado de anormalidad del enfermo y sus padecimientos, se desconoce el derecho 
que tiene toda persona de acceder en condiciones dignas a los servicios de salud1 
(Subrayado fuera de texto). 

 
En consecuencia, los principios de continuidad y oportunidad se desconocen 

por parte de las Entidades Promotoras de Salud cuando demoran la prestación de 
un servicio médico por causas administrativas o contractuales y, cuando el mismo 
no es prestado por razones diferentes a un concepto médico. 

 
Tratamiento Integral 
 
En lo que al tratamiento respecta, La Corte Constitucional ha manifestado 

que: “…la atención y el tratamiento a que tienen derecho los pertenecientes al 
sistema de seguridad social en salud cuyo estado de enfermedad esté afectando 
su integridad personal o su vida en condiciones dignas, son integrales; es decir, 
deben contener todo cuidado, suministro de medicamentos, intervenciones 
quirúrgicas, prácticas de rehabilitación, exámenes para el diagnóstico y el 
seguimiento, así como todo otro componente que el médico tratante valore como 
necesario para el pleno restablecimiento de la salud del paciente2 o para mitigar 
las dolencias que le impiden llevar su vida en mejores condiciones; y en tal 
dimensión, debe ser proporcionado a sus afiliados por las entidades encargadas 
de prestar el servicio público de la seguridad social en salud”3. 

 
En estricto sentido, la Corte Constitucional en sentencia T-178 del 2017, “(…) 

ha estudiado el tema bajo dos perspectivas, la primera, relativa al concepto mismo 
de salud y sus dimensiones y, la segunda, a la totalidad de las prestaciones 
pretendidas o requeridas para el tratamiento y mejoría de las condiciones de salud 
y de la calidad de vida de las personas afectadas por diversas dolencias o 
enfermedades. 

 
Así las cosas, esta segunda perspectiva del principio de integralidad 

constituye una obligación para el Estado y para las entidades encargadas de 
brindar el servicio de salud pues les obliga a prestarlo de manera eficiente, lo cual 
incluye la autorización total de los tratamientos, medicamentos, 
intervenciones, terapias, procedimientos, exámenes, controles, 
seguimientos y demás que el paciente requiera y que sean considerados 
como necesarios por su médico tratante”.(Negrilla y subrayado fuera de texto). 
 

Luego, es posible solicitar por medio de la acción de tutela el tratamiento 
integral, debido a que con ello se pretende garantizar la atención en conjunto de 
las prestaciones relacionadas con las afecciones de los pacientes, que han sido 

                                                           
1 Sentencia T-234 de 2013 (MP Luis Guillermo Guerrero Pérez) 
2 En este sentido se ha pronunciado la Corporación, entre otras, en la sentencia T-136 de 2004 M.P. Manuel 
José Cepeda Espinosa. 

 
3 Sentencia T-1059 de 2006 (MP Clara Inés Vargas Hernández). Ver también: Sentencia T-062 de 2006 (MP 

Clara Inés Vargas Hernández). Otras sentencias: T-730 de 2007 (MP Marco Gerardo Monroy Cabra), T-536 
de 2007 (MP Humberto Antonio Sierra Porto), T-421 de 2007 (MP Nilson Pinilla Pinilla) 



5 

 
ACCIÓN DE TUTELA No. 11001-4189-039-2023-00898-00 

 

previamente determinadas por su médico tratante. Cuando la atención integral es 
solicitada mediante una acción de tutela el juez constitucional debe tener en 
cuenta que esta procede en la medida en que concurran los siguientes supuestos: 
“(i) la descripción clara de una determinada patología o condición de salud 
diagnosticada por el médico tratante, (ii) por el reconocimiento de un conjunto de 
prestaciones necesarias dirigidas a lograr el diagnóstico en cuestión; o (iii) por 
cualquier otro criterio razonable.” 

 
Con todo, se torna preciso aclarar que dicho Tribunal ha identificado una 

serie de casos en los que se hace necesario otorgar una atención integral al 
paciente, independientemente de que el conjunto de prestaciones pretendidas se 
encuentren dentro de la cobertura del PBS-, cuales son aquellos en los que están 
involucrados sujetos de especial protección constitucional, vale decir, los que 
guardan relación con, entre otros, menores de edad, adultos mayores, 
desplazados, personas con discapacidad física, o que padezcan de enfermedades 
catastróficas. 

 
Finalmente, debe destacarse que la protección deprecada ha ampliado su 

cobertura, en tanto que en la actualidad también se ha reconocido la existencia de 
otros casos excepcionales en los cuales cuando las personas exhiben condiciones 
de salud extremamente precarias e indignas, le es permitido al juez de tutela 
otorgar el reconocimiento de las prestaciones requeridas para garantizar su 
atención integral, con el fin de superar las situaciones límites que los agobian. 
 

Caso Concreto  
 
Descendiendo al caso bajo estudio y analizadas las pruebas allegadas al 

plenario, observa el Despacho que el accionante pretende la protección de sus 
derechos fundamentales a la vida y salud, en consecuencia, se ordene a la 
convocada FAMISANAR EPS que proceda a suministrar el insumo denominado 
“PREPARACIÓN MAGISTRAL DE EXTRACTO RICO EN CANNABIDIOL (CBD) 
CANNABIDIOL (3%) DELTRA -9- TETRAHIDROCANABINOL (MENOR A 0.19%) 
– SOLUCIÓN ORAL – 30 MG/ML CBD – TITULACIÓN DE LA DOSIS DE 
ACUERDO CON EFECTOS TERAPÉUTICOS – ANEXO TITULACIÓN - DOS (2) 
FRASCOS x 30ml” prescrito por su médico tratante. 

 
En relación con lo anterior, FAMISANAR EPS, informó que ha autorizado 

todos los servicios que ha requerido la usuaria conforme a las ordenes médicas 
expedidas por los galenos tratantes, y que cumplan con los requisitos establecidos 
en las normas que regulan el SGSSS; y que programó consulta médica para la 
accionante con especialista en oftalmología y medicina familiar (pág. 2 fl. 11 C-1). 

 
De otro lado arguyó, que frente a la cobertura del medicamento se debe 

tener en cuenta el diagnóstico y los registros avalados por Invima con sus 
respectivos usos; y que, en este caso la indicación de uso del medicamento no 
está aprobada por el Invima y que, corresponde a un extracto botánico y no a una 
fórmula magistral elaborada a partir de un medicamento debidamente aprobado 
por la respectiva entidad, es decir no que da cumplimiento con los establecido en 
el numeral d) del artículo 15 de la ley 1751 de 2015 / resolución 1885-2018. 

 
Sin embargo, el argumento expuesto por la EPS accionada no puede 

constituir la excusa de negarse a garantizar el insumo requerido por la tutelante, 
teniendo en cuenta que el galeno tratante que formuló el insumo requerido por la 
convocante se encuentra adscrito a su red prestadora, sin que dicha carga pueda 
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trasladarse a la paciente por parte de la entidad aseguradora, quien es la obligada 
de prestar el servicio de salud. 

 
De acuerdo con la orden médica emitida por el especialista en Neurocirugía 

Carlos Humberto Guinand Vives, en consulta del 9 de mayo de 2023, en Zerenia 
S.A.S., corresponde a una preparación magistral, la cual, por definición, se trata 
de preparados elaborados por un establecimiento farmacéutico para atender una 
prescripción médica de un paciente individual, que requiere de algún tipo de 
intervención de variada complejidad. 

 
Conviene memorar que, el artículo 2.8.11.5.1. del Decreto 811 de 2021, 

establece que:  
 
“Preparaciones magistrales provenientes de cannabis. Las preparaciones 

magistrales para uso humano solo pueden ser elaboradas por los establecimientos 
farmacéuticos y servicios farmacéuticos autorizados, de conformidad con este 
decreto y las normas expedidas por el Ministerio de Salud y Protección Social en 
esa materia, los cuales deberán obtener el Certificado de Cumplimiento de Buenas 
Prácticas de Elaboración otorgado por el lnvima con alcance específico a 
derivados de componente vegetal o derivados de cannabis, y su dirección técnica 
estará a cargo exclusivamente de un químico farmacéutico. 

 
La dispensación y/o venta de preparaciones magistrales se podrá realizar en 

farmacias droguerías y droguerías bajo la dirección técnica de un regente de 
farmacia o químico farmacéutico, dando cumplimiento a los lineamientos del 
programa nacional de farmacovigilancia y al modelo de gestión del servicio 
farmacéutico. 

 
(…) Parágrafo 1. Cuando se trate de preparaciones magistrales de cannabis, 

en el empaque, envase o rotulado del producto se debe especificar lo prescrito en 
la orden médica, señalando, como mínimo, las concentraciones de 
tetrahidrocannabinol (THC) y de cannabidiol (CBD) con el fin· de determinar la 
posología. La cuantificación de cannabinoides deberá realizarse tal y como se 
señala en el artículo 2.8. 11.2.7.5. del presente título”. 

 
Ahora, respecto de los preparados magistrales elaborados por un 

establecimiento farmacéutico o servicio farmacéutico, ha enfatizado la Corte 
Constitucional en sentencia T-706 de 2010 lo siguiente: 

 
“Los establecimientos farmacéuticos que se encuentran habilitados para 

realizar preparados magistrales son las Farmacias-Droguerías, las cuales deben 
contar con grado de mediana y alta complejidad. De igual forma el Ministerio de la 
Protección Social indicó que la inspección, vigilancia y control de los 
preparados es competencia del INVIMA, entidad que certifica las Buenas 
Prácticas de Elaboración -BPE-, único requisito que requieren las Farmacias-
Droguerías para manipular este tipo de preparados. Luego cuando se tiene el 
certificado BPE, no se requiere del registro ante el INVIMA. Sin embargo, 
algunas entidades interesadas en el tema ya cuentan con dicho registro. De esta 
forma, el trámite del registro ante el competente es opcional, pues lo único que se 
requiere es el certificado de BPE" (Resalta el Despacho). 

 
Ahora bien, en reiterada jurisprudencia entre ellas la Sentencia T-427 de 

2005, el organismo de cierre de la jurisdicción constitucional ha dicho que: 
 



7 

 
ACCIÓN DE TUTELA No. 11001-4189-039-2023-00898-00 

 

“[e]l acceso a los servicios médicos está sujeto a un criterio de necesidad y el 
único con los conocimientos científicos indispensables para establecer la 
necesidad de un servicio de esta naturaleza es, sin duda alguna, el médico 
tratante”. 

 
En consecuencia, “El concepto del médico tratante es, entonces, el criterio 

que se debe tener en cuenta para establecer si se requiere un servicio de salud y 
ello en razón de que tiene el deber de velar por la salud y el bienestar de sus 
pacientes, generándose, en consecuencia, una responsabilidad por los 
tratamientos y medicamentos que prescriban para el efecto”4. 

 
Además, es preciso traer a colación lo dicho por la Corte Constitucional en 

Sentencia T-196 de 2018:  
 
 “(i) las prestaciones en salud, como servicio público esencial, deben 

ofrecerse de manera eficaz, regular, continua y de calidad, (ii) las entidades que 
tienen a su cargo la prestación de este servicio deben abstenerse de realizar 
actuaciones y de omitir las obligaciones que supongan la interrupción 
injustificada de los tratamientos, (iii) los conflictos contractuales o 
administrativos que se susciten con otras entidades o al interior de la empresa, no 
constituyen justa causa para impedir el acceso de sus afiliados a la continuidad y 
finalización óptima de los procedimientos ya iniciados”. 

 
En suma, el acceso al servicio de salud de conformidad con la ley y la 

jurisprudencia de la Corte debe darse en términos de continuidad, lo que implica 
que las entidades prestadoras de salud no pueden omitir la prestación de los 
servicios de salud que comporten la interrupción de tratamiento, impidiendo con 
ello la finalización óptima de los tratamientos iniciados a los pacientes” (Resalta el 
Despacho). 

 
Así que para el Despacho, no son de recibo los argumentos de la entidad 

accionada para negarse a autorizar y asegurar la efectiva entrega del insumo 
ordenado por el médico tratante para la patología que padece la accionante, ya 
que, si bien es cierto el medicamento no cuenta con registro INVIMA, no es menos 
cierto, que no se reparó, en que la función del INVIMA en cuanto a los 
establecimientos que preparan las fórmulas magistrales se limita a Certificar el 
Cumplimiento de Buenas Prácticas, sin que su competencia vaya hasta la 
expedición de algún registro. 

 
Así las cosas, aterrizados los hechos comprobados a la normatividad y 

jurisprudencia citados en líneas anteriores, resulta más que evidente para el 
Despacho que el galeno tratante ordenó los servicios de salud a la accionante con 
el fin de dar tratamiento a las patologías que padece, en procura al 
restablecimiento de su salud, por lo que, la E.P.S. no puede sustraerse de su 
prestación, pues se trata de una obligación de orden legal y su retraso pone en 
riesgo los derechos fundamentales de la paciente, creando una barrera que le 
impide acceder al servicio público de salud.  

 
Por lo expuesto, y acreditada como se encuentra la lesión a los derechos 

fundamentales de ANDREA PEREZ ACOSTA, por cuanto, no se ha garantizado 
el suministro del insumo denominado “PREPARACIÓN MAGISTRAL DE 
EXTRACTO RICO EN CANNABIDIOL (CBD) CANNABIDIOL (3%) DELTRA -9- 
TETRAHIDROCANABINOL (MENOR A 0.19%) – SOLUCIÓN ORAL – 30 MG/ML 
CBD – TITULACIÓN DE LA DOSIS DE ACUERDO CON EFECTOS 

                                                           
4 Sentencia T – 706 de 2010 
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TERAPÉUTICOS – ANEXO TITULACIÓN - DOS (2) FRASCOS x 30ml” necesario 
para el tratamiento de sus patologías, se concederá el amparo deprecado y se le 
ordenará a la EPS accionada, que proceda a suministrar dicho insumo, así se 
realice de manera indirecta a través de un establecimiento con el que tenga 
contratación vigente que cuente con Certificado de Buenas Prácticas de 
Elaboración –BPE. 

 
Finalmente, frente al TRATAMIENTO INTEGRAL requerido, nótese que, si 

bien se acreditó que la accionante padece de la patología antes referenciada, 
según lo constata su historia clínica, no obra en el plenario una orden médica, 
autorización, medicamentos pendientes por entregar o cualquier otra solicitud que 
permita vislumbrar un obstáculo, tardanza, o traba administrativa por parte de la 
EPS accionada en la prestación del servicio de salud que requiera, salvó la 
asistencia antes referida y, a su vez, configure una conducta transgresora de 
algún derecho fundamental que conlleve a su concesión. 

 
En la temática es menester traer a colación lo expuesto por la Jurisprudencia 

Constitucional, en donde ha establecido los lineamientos para su procedencia, en 
donde: “(…) el juez de tutela debe ordenar el suministro de todos los servicios 
médicos que sean necesarios para conservar o restablecer la salud del paciente, 
cuando la entidad encargada de ello no ha actuado con diligencia y ha 
puesto en riesgo los derechos fundamentales del paciente, siempre que 
exista claridad sobre el tratamiento a seguir, a partir de lo dispuesto por el 
médico tratante”. 

 
“Lo anterior ocurre, por una parte, porque no es posible para el juez 

decretar un mandato futuro e incierto, pues los fallos judiciales deben ser 
determinables e individualizables; y por la otra, porque en caso de no 
puntualizarse la orden de tratamiento integral, se estaría presumiendo la 
mala fe de la entidad promotora de salud, en relación con el cumplimiento de 
sus deberes y obligaciones para con sus afiliados, en contravía del mandato 
previsto en el artículo 83 de la Constitución”5. 

 
De modo que, no es posible para el suscrito decretar un mandato futuro e 

incierto, pues se estaría presumiendo la mala fe de la entidad promotora de salud, 
y comoquiera que no existen ordenes médicas sobre aquellos servicios médicos 
que pueda requerir la promotora del amparo con posterioridad, no se accederá al 
tratamiento integral deprecado. 

 
En consecuencia, en aras de amparar los derechos fundamentales de la 

accionante ANDREA PEREZ ACOSTA, se ordenará al Representante Legal de 
FAMISANAR EPS, o quien haga sus veces, que dentro de las cuarenta y ocho 
(48) horas siguientes a la notificación de este fallo, con independencia de los 
trámites administrativos que tenga que adelantar, los cuales no pueden afectar 
bajo ninguna circunstancia a la paciente, realice la entrega del insumo deprecado 
a través de la presente acción constitucional. 

 
III. DECISIÓN: 

 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO 39 DE PEQUEÑAS CAUSAS Y 

COMPETENCIA MÚLTIPLE DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C., 
administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de 
la ley, 

 

                                                           
5 Sentencia T-092 de 2018 
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ACCIÓN DE TUTELA No. 11001-4189-039-2023-00898-00 

 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: CONCEDER el amparo constitucional solicitado por ANDREA 

PEREZ ACOSTA identificada con cédula de ciudadanía No. 52.518.718, por las 
razones expuestas en la parte considerativa de esta providencia. 

 
SEGUNDO: ORDENAR al representante legal de FAMISANAR EPS, o quien 

haga sus veces, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la 
notificación de este fallo, sin importar los trámites administrativos que tenga que 
adelantar, proceda a SUMINISTRAR a la accionante el insumo denominado 
“PREPARACIÓN MAGISTRAL DE EXTRACTO RICO EN CANNABIDIOL (CBD) 
CANNABIDIOL (3%) DELTRA -9- TETRAHIDROCANABINOL (MENOR A 
0.19%) – SOLUCIÓN ORAL – 30 MG/ML CBD – TITULACIÓN DE LA DOSIS DE 
ACUERDO CON EFECTOS TERAPÉUTICOS – ANEXO TITULACIÓN - DOS (2) 
FRASCOS x 30ml”, bajo la orden que dictaminó el galeno tratante, esto es, bajo 
la característica y cantidad prescrita. De las determinaciones que se adopten en 
cumplimiento de este fallo deberá notificarse el Juzgado dentro del término atrás 
indicado. 

 
TERCERO: NEGAR el TRATAMIENTO INTEGRAL solicitado en atención a 

lo plasmado en las consideraciones de esta sentencia. 
 
CUARTO: Notifíquese la presente decisión a los extremos de la acción en 

forma personal o por el medio más idóneo o expedito posible. Entréguese copia 
del presente fallo a la accionada. 

 
QUINTO: Si la presente decisión no fuere impugnada dentro de la 

oportunidad legal, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional, para su 
eventual REVISIÓN. Ofíciese. Déjense las constancias del caso. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

Firmado Por:

Cristhian Camilo Montoya Cardenas

Juez Municipal

Juzgado Pequeñas Causas

Juzgado 39 Pequeñas Causas Y Competencia Múltiple

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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